Partes: Toledo Juan Miguel c/ Sanes S.A. s/ despido s/ inc.-cas

Tribunal: Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza

En Mendoza a los veintiún días del mes de febrero del año dos mil trece, reunida la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa N° 102.879 caratulados "SANES S.A. EN J° 3.560 "TOLEDO JUAN MIGUEL C/ SANES SA P/ DESPIDO S/ INC.-CAS.". De conformidad con lo establecido en los arts. 140 y 141  del CPC y Acordada nro. 5845, quedó establecido el siguiente orden de votación de la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero Dr. MARIO DANIEL ADARO, segundo Dr. HERNÁN A. SALVINI y tercero Dr. CARLOS BÖHM. 

A N T E C E D E N T E S: 

A fs. 16/22 se presenta SANES S.A. y por intermedio de su apoderado deduce recurso extraordinario de casación en contra de la sentencia definitiva dictada por la Excma. Cámara Séptima del Trabajo de Mendoza de la Primera Circunscripción Judicial a fs. 88/93 en los autos nro. 5845 caratulados "TOLEDO JUAN MIGUEL C/ SANES SA P/ DESPIDO". 

A fs. 29 se admite formalmente el recurso y se ordena correr traslado del mismo a la parte contraria, quien a fs. 33/37 y 39 contesta solicitando su rechazo con costas. 

A fs. 43/44 corre agregado el dictamen del Sr. Procurador General quien, por las razones que expone, aconseja el rechazo del recurso de inconstitucionalidad. 

A fs. 48 se llama al acuerdo y a fs.49 se deja constancia del orden de estudio de la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido por el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

P R I M E R A: ¿Son procedentes los recursos interpuestos? 

S E G U N D A: En su caso, qué solución corresponde? 

T E R C E R A: Pronunciamiento sobre costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR. ADARO, dijo: 

I.La Cámara del Trabajo hizo lugar parcialmente a la demanda interpuesta por José Miguel Toledo por el pago de indemnización por despido, preaviso, art. 2 de la ley 25323 y horas extras. 

Condenó además a abonar los intereses sancionatorios que establece el art. 275  de la LCT en cuanto consideró que la conducta asumida por la demandada se encontró encuadrada en la norma en tanto "mostró una actitud de desinterés y resistencia injustificada al reconocimiento que el corresponde al actor, además de la dilación innecesaria en la solución del conflicto". 

II. Contra esta sentencia se alza el demandado. Su crítica se dirige sólo a la sanción aplicada por "temeridad y malicia" conforme el art. 275 de LCT. 

Con argumentos análogos funda los recursos de inconstitucionalidad y casación que se interpone. 

1. Funda el recurso de inconstitucionalidad en los incisos 3° y 4° del art. 150  del CPC. Tacha la sentencia por arbitraria valoración de las pruebas y porque además -entiende- resolvió extra petita. Sostiene que la litis quedó trabada exclusivamente sobre los montos reclamados y que el actor introdujo recién en la audiencia de vista de causa el reclamo por el art. 275 LCT lo que resulta extemporáneo. 

a. Que al momento de contestar la demanda no actuó con malicia sino que se justificó en la dificultad económica y financiera de la empleadora para el pago de las indemnizaciones, lo que quedó acreditado con la pericia contable. 

b. Argumenta además que fueron incorporados maliciosamente en la liquidación rubros tales como la integración del mes de preaviso, SAC y vacaciones no gozadas en el 2009 y tal fue la causa de su resistencia a cumplir el pago. Que el fallo viola el precepto de la libre defensa en juicio. Además que el perjuicio a su parte se ve incrementado por el monto de condena con los intereses sancionatorios en prácticamente el doble. 

c.Que no se advierte fundamentación alguna en la sentencia que precise actos o hechos concretos imputables a su parte de los cuales pueda surgir acreditada la conducta maliciosa y temeraria. 

2. Funda el recurso de casación en la errónea aplicación del art. 275 LCT. Sostiene que no se han acreditado las conductas que establece la norma citada. Además el mismo fallo ha rechazado conceptos con costas a cargo del actor, por lo que la resistencia y el ejercicio del derecho de defensa de su parte en el marco fáctico y jurídico de la contestación de demanda están plenamente justiciados. 

Sostiene que la subsunción de los hechos comprobados en la causa dentro de la regla del art. 275 es errónea e improcedente. 

III. Adelanto que no le asiste razón al recurrente. 

1. Liminarmente, me anticipo a afirmar que en el caso corresponde el tratamiento conjunto de los recursos interpuestos el accionado, lo que se encuentra justificado por la identidad y conexidad que guardan entre sí. (LS 320-217; 349-39; 347-193, 347-209, 345-154, 347-197, entre otros). 

2. Normas aplicables. 

a. El art. 275 LCT sanciona la conducta maliciosa o temeraria asumida por el empleador que perdiere total o parcialmente el juicio quien será condenado a pagar un interés de hasta dos veces y media el que cobren los bancos oficiales.... será graduado por los jueces, atendiendo a la conducta procesal asumida.... Se considerarán especialmente comprendidos en esta disposición los casos en que ....se opusieren defensas manifiestamente incompatibles o contradictorias de hecho o derecho". 

b. El art. 9  de la ley 25.013 establece que en caso de falta de pago en término y sin causa justificada por parte del empleador, de la indemnización por despido incausado o de un acuerdo rescisorio homologado, se presumirá la existencia de la conducta temeraria y maliciosa contemplada en el art. 275 de la ley 20744. 

c. El art.255 bis  de la LCT incorporado por la ley 26.593  establece que el pago de las remuneraciones e indemnizaciones que correspondieren por la extinción del contrato de trabajo, cualquiera sea su causa, se efectuará dentro de los plazos previstos en el art. 128 computados desde la fecha de extinción de la relación laboral". 

d. El art. 128 LCT establece que el pago se realizará en un plazo máximo de cuatro días hábiles. 

3. En lo que aquí interesa los hechos probados en la causa son los siguientes. 

a. El actor Juan Miguel Toledo fue despedido el día 30 de abril de 2009 mediante carta documento con el siguiente texto: "Comunícole que prescindimos de su servicio a partir de la fecha. Certificación de servicio art. 80  LCT a su disposición en el término legal. Liquidación final a su disposición". A esa fecha registraba una antigüedad de 12 años y cuatro meses. 

b. El 22 de mayo de 2012 el actor envió telegrama por el que emplazó a abonar entre otros rubros las indemnizaciones por despido, preaviso. 

c. Formuló reclamo ante la instancia administrativa según Expte nro. 7153-T-2009, el demandado presenta nota (fs. 62) por la que desconoce algunos rubros y manifiesta que las indemnizaciones emergentes de la resolución del contrato constituyen el único objeto de estas actuaciones. 

d. Inició demanda judicial el 3 de febrero de 2010 ante el fracaso de la instancia administrativa. 

e. El demandado contestó demanda y NEGÓ que hubiera sido despedido sin causa al actor. Alegó que el despido se justificaba en causales de restructuración. Negó la procedencia de todos los rubros demandados y tachó de inconstitucional el art. 2 de la ley 25323, atento a que "en nuestro sistema tarifado esta función la cumple el art. 245 se complementa ante conductas maliciosas con el art. 275 del mismo cuerpo legal (invocado por la actora en su demanda) acordando a los jueces la facultad de establecerlos y aplicarlos. 

f.En el auto de admisión de pruebas (ver fs. 70) se fija audiencia de conciliación y se establece que deben concurrir las partes personalmente o mediante apoderado, con facultades suficientes para conciliar o transar, abajo apercibimiento de lo dispuesto por el art. 275 LCT. 

g. El demandado no compareció a ninguna de las audiencias de conciliación (fs. 81 y 83) ni a la audiencia de vista de causa (fs. 85) pese a que la misma fue suspendida y reanudada (Fs. 87). Tampoco compareció a absolver posiciones. 

En esa audiencia el actor solicita se condene a la demandada al pago de los intereses establecidos en el art. 275 de la LCT. 

h. La Cámara dicta sentencia el día 10 de mayo de 2011 (fs. 88) condena al demandado a abonar las indemnizaciones e impone la sanción por conducta maliciosa y temeraria (art. 275 LCT). 

4. Me he permitido realizar un relato, quizás demasiado extenso, para mis colegas de sala, porque entiendo que la sola transcripción de las constancias de la causa demuestran la improcedencia del remedio intentado. 

a. El recurrente tacha la sentencia por arbitraria valoración de las pruebas y porque además resolvió extra petita. Sostiene que la litis quedó trabada exclusivamente sobre los montos reclamados y que el actor introdujo recién en la audiencia de vista de causa el reclamo por el art. 275 LCT lo que resulta extemporáneo. 

Como surge de la transcripción realizada, nada de esto es cierto. 

b. Fue el propio demandado -increíblemente- quien introdujo el tema de la aplicación del art. 275 LCT. Lo hizo en su escrito de responde como fundamento para el rechazo del art. 2 de la ley 2533; sostuvo que en todo caso resultaba aplicable el art. 275 LCT. (ver fs. 64). 

Luego la Cámara emplazó a concurrir a las audiencias bajo apercibimiento de lo dispuesto por el art. 275 LCT. 

Finalmente, la actora lo solicitó en la audiencia de vista de causa. 

c.La conducta del demando es totalmente reprochable ya que después de haber despedido sin causa al actor, no sólo no abonó la indemnización sino que contestó la demanda y negó todo, inclusive que el despido fuera sin causa. 

Nunca más compareció al expediente, ni a las audiencias ni a la vista de causa. Dejó al actor en la situación de acreditar hasta los hechos que no podían ser desconocidos. Esta es una conducta meramente dilatoria como también lo son los recursos intentados ante esta Corte. 

d. La demandada ha litigado con pleno conocimiento de la sinrazón de sus defensas, cuya falta de fundamento no puede ignorar por lo que resulta procedente la sanción del art. 275 LCT. (CNAT, Sala VI, 16/07/2010 Carpio María Adelaida y ots. c/ Skytel Telecomunicaciones argentina S.A.). 

La norma "cuando sanciona la temeridad o malicia debe entenderse como cualquier forma de violación del deber de lealtad, probidad y buena fe que las partes deben observar en el proceso y que el juez está obligado a prevenir y sancionar formando parte los mismos de la moralización del proceso que en varios y lamentablemente cada vez más casos es necesario". (OJEDA, Raúl Horacio, coordinador "Ley de Contrato de Trabajo- Comentada y Concordada, Tomo III, pág. 757) 

En igual sentido se ha dicho que demorar el pago de un crédito de naturaleza alimentaria, en el caso, indemnización por despido, argumentando razones sin sustancia real y normativa, carece de razonabilidad en una época signada por la dureza del ajuste estructural y configura un proceder que debe ser sancionado por el Poder Judicial conforma las disposiciones del art. 275 de la ley 20.744. (CNAT, Sala VI, 31-08-2001, Giménez Ricardo c/ Petruzio Hermanos SA, LL 2002-A-696; Igual Sala; 30/03/2009 "Barrios Claudio Alejandro c/ Bayres Security SA". En el caso se trató de un despido sin expresión de causa.Por lo que la Cámara sostuvo que la falta de pago de las indemnizaciones derivadas del despido directo revelaba que actuó con plena conciencia de su sin razón y torna procedente la imposición de la multa por temeridad y malicia. En igual sentido, Sala VII, 31/07/2009 Morales, Manual Alberto c. Compañía Láctea del Sur SA). 

e. Esta Corte también se ha pronunciado por la aplicación de sanciones ante conductas temerarias o maliciosas y ha dicho que en ese caso no afecta la garantía de defensa en juicio (LS 394-027 in re: "Chivilcoy Gas SA). 

Específicamente con relación a la norma del art. 9 de la ley 25013 en cuanto establece la presunción de temeridad y malicia ante la falta de pago de indemnizaciones laborales con relación al art. 275 LCT, esta Sala ha dicho: El proceso exige una conducta de decoro, que alcanza a todas las partes y profesionales intervinientes, en tanto constituye un medio de satisfacer intereses jurídicamente protegidos y de postular un ideal de justicia, que como elementos axiológicos influye en la sociedad, precisada de parámetros que, trascendiendo la esfera material, insuflen un sentido positivo. Si el proceso se convierte en un azar, librado a las artimañas y subterfugios que extralimitan la habilidad de la actuación y deforman el derecho de defensa, hasta escarnecer el sentido ético que resguarda el objetivo último del ordenamiento procesal, cual es la búsqueda de la verdad posible y la equidad rescatable. (LS 345-089, in re: "Millán SA"). 

Corresponde señalar que la conducta de las partes en el proceso constituye un elemento de convicción corroborante de las pruebas siendo ello una aplicación concreta de los deberes de lealtad, probidad y buena fe por los que debe velar cualquier magistrado interviniente (LS 431-88). 

Lo expuesto surge claramente del art. 22  del CPC en cuanto impone a los litigantes, sus representantes y abogados el deber de actual lealmente y con probidad, expresando al tribunal los hechos verdaderos." 

f. En conclusión:el actor fue despedido sin causa el día 30 de abril de 2009, por lo que debió percibir su indemnización dentro de los cuatro días hábiles posteriores (art. 255 bis LCT). 

El art. 9 de la ley 25013 presume la temeridad y malicia sancionada por el art. 275 LCT cuando la indemnización por despido incausado no ha sido abonada en término y sin causa justificada. 

A la fecha, más de cuatro años después, no consta que el demandado haya pagado la indemnización. La justicia de la sanción aplicada por el sentenciante aparece incuestionable. 

IV. En consecuencia, y si mi voto es compartido por mis distinguidos colegas de sala corresponde rechazar el recurso interpuesto, con costas. 

ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión el Dr. Salvini adhiere por los fundamentos al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTIÓN EL DR. ADARO, dijo: 

Atento al resultado a que se arriba en la cuestión anterior corresponde rechazar los recursos deducidos a fs. 88/93 y en consecuencia, modificar la sentencia en lo que ha sido motivo de agravio. 

ASÍ VOTO. 

Sobre la misma cuestión el Dr. SALVINI adhiere al voto que antecede. 

SOBRE LA TERCERA CUESTIÓN EL DR. ADARO, dijo: 

Conforme la solución adoptada corresponde imponer las costas de los recursos interpuestos a la recurrente vencida (art. 36 ap. I  y 148  CPC). 

ASÍ VOTO. 

Sobre la misma cuestión el Dr. SALVINI adhiere al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A: 

Mendoza, 21 de febrero de 2013. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

I) Rechazar los recursos de inconstitucionalidad y casación interpuestos a fs. 16/22 y, en consecuencia confirmar la sentencia definitiva dictada a fs.88/93 por la Excma. Cámara Séptima del Trabajo de Mendoza a fs. 88/93 en los autos nro. 5845 caratulados: "TOLEDO JUAN MIGUEL C/ SANES SA P/ DESPIDO". 

II) Imponer las costas al recurrente (art. 36 ap. V y 148 del CPC). 

III) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad. 

IV) Dar a la suma de $ 800.- (pesos ochocientos), depositada a fs. 1/2, el destino previsto por el art. 47, inc. IV , del C.P.C. 

NOTIFÍQUESE. OFÍCIESE. 

Herman Amilton Salvini 

Mario Daniel Adaro 

CONSTANCIA: Que la presente resolución no es suscripta por Dr. Carlos Böhm , por encontrarse en uso de licencia (art. 88 ap. III   del C.P.C.).-
